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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lir¡a, l5 dc octub¡c de 2018

ASUN'TO

FUNDAN{ENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicad¿ en el
dia¡io oflcial Dl Peruanr¡ el 29 de agosto de 2014, este T bunal estableció en el
fundamcnto 49, con carácter dc p¡ecedcnte, quc sc cxpcdirá se¡tcncia
interlocutorra de¡egatoria, dictada sin más trámite, cuando concurra alguno de los
siguientes supuestos, que igu¿lme¡te están contenidos en el afículo I I del
Reglame¡to Nomrativo del Tribunal Constitucional, los cuales se presentan
cua¡do:

)a Carezca de lundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho co¡tenida en el recu¡so no sea de especial
trasccndcncia constifu cional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del T¡ibunal
Constituoional.
Sc haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmcnte
iguales.

il

b)

Ln el presente caso, el actor solicita, fundamentalmente, que se deje sin efecto la
Resolución 002,/201 4/CDSAMUTSEP de 7 de abril de 2014 (lojas 5), emitida por
cl Oonscjo Dircctivo de Ia Asociación Mutualista de Técnicos y Suboficiales del
Ejércio del l'erú (Amutsep), en cuya parte resolutiva se señala lo siguientel

Disponcr cl inicio dcl proccdimienlo adminislrativo s¿Dcio¡ador por FALTAS co¡lra cl
asociddo PEDRO LORO I'EltICHE, de coniormidad con 10 dispucsto.n cl artículo 20"
¡rc. "c'; de las FALTAS, SANCIONES Y RECOMPENSAS, CAPITULO II1, dcl
Eslaluto. AMUTSEP, c n¡póngasclc a PEDRO I-ORO PERICHE cl ¡ráxi¡¡o dc Ia
SAN(]]oN I)I] SUSPENS]ON TEMPOI¿{L DE DERECHOS ASOCIAT]VOS POR
l]L TÉRMINO DE l2 MESES, de confo¡midad co¡r lo dispucsto cn cl t-iteral: "b ;dcl
Art 't.l)¡lrrn¿ra la \soc¡ác¡óo. a los micmbros dc 1,,\ órgano\ dc Gob¡€rno y a

Manificsta, cn csc¡cia, que, a tr¿vés de dicha resolución, cl Consejo Directivo dc
A¡nutsep, lormula una imputación dc cargos en su contra y 1o suspcnde como
asociado cn cl mismo acto; es decir, le impone una sanción sin permitirle ejerccr

2

Rccurso de agravio constitucional interpueslo por don Pedro Loro Periche cont¡a el auto
dc lojas l9l, de 7 de junio de 2017, expedido por la Cuafta Sala Civil de la Corte
Superior de Justicia de Lim¿, que declaró improcedente la demanda de amparo de autos.
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4 Sin emba¡go, como consta cn cl cargo de la carta notarial de 3 de julio de 2015

quc obra a fojas 97, a la fecha, 1a sanción de suspensión impucsta mediante la
Resolución 002/20I4lCDSAMUTSEP ha teminado dc cjecutarse, recuperando el

recurrente la totalidad de los derechos que lc co¡aesponden como asociado. Por

tanto, en aplicació¡ a conlrario .terrs, del articulo 1 del Código Proccsal

Constitucional, ¡o cabc promrnciarse sobre el fondo de la co¡trovcrsia por haberse
prod¡.¡cido la irrcparabilidad de la agresión constitucional denunciáda-

RESUELVE

Dcolarar IX'IPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional porque la cuestión de

Dcrccho contenida en el recuNo carece de especial a¡ascendcncia constihlcional.

Publiquese y ¡otiliquese

, /,MIIIANDA CANALES
ST\RDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SAI,DAÑ,I S,{NNPN,\

Lo

q

previamcntc su derecho de defcnsa. Además, refiere que no se le puede sancionar
por interpo¡er una demanda anle el Vigésimo Octavo Juzgado Especializado en lo
Civil dc la Corte Superior de Justicia de Lima Di por presenfar un documento ante

las autoridades pefiinentcs del Ejército del Peru pues dichos actos han sido

llevados a cabo en ejercicio legitimo dc sus derechos. Señala que, po¡ todo ello, se

vulnera su dc¡echo fundame¡ltal a la tutela procesal efectiva.

5. tsn consecueücia, y dc lo cxpuesto en los fundamentos 2 a 4 .r pr¿r, se veiñca que

el presente recurso de agravio ha incurrido eD la causal de rechazo prevista cn el

acápitc b) del fundamento 49 de Ia sentencia emitida cn cl Expediente 00987-
2014- PA/]'C y en el inciso b) del articulo l1 del Reglamento Normativo del
Tribunal Constitucional. Por csta razón, corresponde declanr, sin más trámite,
improccdcntc e1 recurso de agrávio constitucional.

Por cstos fundamentos, el Tribunal Constifucio¡al, con la autoridad que le confiere la
Constitución Politica dcl Peru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Bancra, convocado para dirimir la discordia suscitada por eJ voto singular del
magistrado Ferrero Costa, y el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Barera, que se agrega,

x
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2. Ahora bien, encuentro que la redacción del proyecto no es lo suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carece
de especiai trascendencia constitucional, conlorme Ias pautas establecidas por cste
Tribunal-

3. En efecto. tal como ha desarrollado este Tribunal ConstitLrcional en reiterada
jurisprudencia, al mome¡to de emitir una sentencia interlocutoria. luego de hacer
mención a las causales dc improcedencia liminar recogidas cn el fundamenlo 49 de
"Vásquez Romero", corrcsponde relerirse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal específica en la cual habria incuüido el recurso planteado, asi como cumplir
con explicar cuáles son los alcanccs de la causal utilizada.

4. De este modo, Ia exposición de las razones por las cuales el recurso incurre en una
causal detcrminada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orde¡ lógioo a los argumentos que lundamentan lo resuelto en cl caso.
Dichas cualidades son las que se espera quc tenga una decisión tomada por cslc
Tribunal, cn tanto se trata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan
relevante como lo cs la tuteláde derechos f'r¡ndame¡tales.

s.

¿-ra .|

Le o

Coincido con el sentido de Io resuelto por mis oolegas. Sin embargo, considero
necesario señalar Io siguiente:

1. Aqui ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio constitucional no
encuentra respaldo en el contenido constitucionalmente protegido de Ios derechos
invocados por la paÍe demandante. Siendo asi, se verifica que se ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
en el Expediente 00987-2014-PAIIC y en el inciso b) del articulo ll del
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional.

quP
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO }'ERRERO COST,A

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENI'ENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORL\, por los furdamenros que a
continuación expongo:

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que cl Tribunal de Gara¡tias
Constitucionales iJra u1órgano de coÍtrol dc la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en via de Lutación, de los habeus corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para fallar en forma deñnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrechos reconocidos en la ( on:ti¡ucion.

3. En cse sentido, la Ley 23385, Ley Orgrinica dcl Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, establoció, en sus a(ículos 42 al 46, que
dicho órgano. al encontrar una resolución denegato.ia que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma erada o ha incu¡¡ido en graves vicios procesales en la
tramitac;ón y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar Ia deficiencia, devolverá los actuados a la Cofle Suprema de Justicia de la
Rcpública (recnvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento quc. a todas luces, dilataba en exceso los procesos coilstitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fi¡e seriamente
modificado en la Constitució¡ de 1993. En primcr lugar, se amplÍan los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, hdbeas corpus, añpaÍo, hdbeds data
y acción dc cumplimiento. En segundo lugar, se crea al 'l bunal Constitr¡cional
como órgano de conhol dc la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica eróneaaentc como "órgano de control de la Constitt¡ción,,. No obstanle. en

trw

EL TRTBUNAL CoNSTrructoNAL coMo coRr.E DE REVISIóN o FALLO y No DE
CASACIÓN

l. I-a Constitución de 1979 creó cl Tribul1al de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convi¡tió al T¡ibunai Constitr¡cional
en instancia de l'allo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, djspuso la creación de un órgano ar1 ,4oc, indepeldiente del poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constilucional y la vigencia plena
de krs dcrechos lundamcntales.
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EL DIRECHo a sER oiDo coNlo MANTFESTACIóN DE LA DEMoCRArrzlcról o¡ ¡_os
PRocESos CoNSTITuctoNALf,s DE LA LIBERTAn

8. La admidstración de justicia constitucional de la libe¡tad que brinda el Tribtuul
Constitucional, desde su creación, es respetuosa! como corresponde, del derecho de

materia dc procesos constitucio¡ales de la iibe¡tad, Ia Constitución establece que el
'I ¡ibunal Constilucional cs instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que Ia Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prcscribe que corresponde al Tdbunal Constitucional "conocer, en última y
dejinifiNat ¡nslancia, las resoluciones denegdtorias dictadas en los procesos de
habeas corpuo^, ermparo, habeds d.ttct y acción tle cumplimienlo',. Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien sc
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
delensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn suprcmo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la observancia del debido proceso y tutela
jurisdicciondl- Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción
predelerminadd por ld lq), ni somelida a procedit iento distinto de los preyiamefite
establecídos, ni juzgada por órganos jur¡sdiccionales de excepción ni por
comis¡ones especiales creadas al efecto ctalquiera sea su denominación,,,
consagrada en el aficulo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a dil'erencia de lo qüe acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del celtior.tri
(Suprcma Corte de los Estados Unidos), en el Peru el Poder Constituyente optó po¡
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llan'rados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección dc su de¡echo cn sede del Poder Judicial. En otas palabras, si lo quc
está en discusión cs ia supuesta amenazá o lesión de un derecho fundamenlal, sc
debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la ape.tura de esta via solo se produce si se pcrmite al
peticionante colaborar con los jueccs constitucionales media¡te un pormenorizado
anilisii Je lo que se pretcnde. dc lo quc se inroca.

7. Lo constitucional es escuchar a la partc como concretización de su derecho
inenunciable a la defensa; además, un T bunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de Ios de¡echos lundamentales frentc a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frcnte a la
a¡bitrariedad.

IM
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a se¡
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus derechos, intereses y obligáciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los a¡gumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

EXP. N." 04442-20I 7- PA/TC
LIMA
PEDRO LORO PTRICHE

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar ql¡e, en tanto que la
potestad de administrar juslicia constituye una manifestación del poder que el
Bstado ostenta sobre las pcrsonas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con cst cto respeto de los derechos inhe¡entes a todo ser humano, 1o que
incluye ei derecho a ser oido con las debidas garantías.

11. Cabc añadir que la panicipación directa de las partes, en deiensa de sus inte¡eses,
que se concede cn la audicncia de vista, también constituye un elemento que
democ¡atiza el proceso. De lo contrario, se decidiria sob¡e la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo corespondiente a su favor, lo que resultaria
excluyenle y antidemocrático. Además, el T¡ibunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el 'fribunal Constitucional se
lcgitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
exp¡esar de modo sullciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Co¡te InteEmericana de Derechos llumanos ha establecido que el
derecho de defensa "ctbliga al Estddo a tratar al indíviduo en todo m(,menrc como
un rerdadero sujeb del proceso, en el mós amplio sentido de este concepto, y t1o
símplemente como objeto del mísmo,,t, y que ,'pdra que exista tlebido proieso legal
es preciso que un just¡c¡able puedd hacer taler sus derechos y deJénder sus
interescs en^forma efectfua y en co,ldiciones de igualdad procesal con olros
itti.iohl.t'¿

I Corte IDH. Caso Baneto l,eiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
prínafo 29.
2 Co¡te IDH. Caso Hilaire, Constanti[e y Benjamin y otros vs. T nidad y t.obago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, prinafo 146.

M
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13. El modelo dc "instancia de fallo" plasmado en la Constilución no puede ser
dcsvirruado por el lribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposicioncs. Dicho T¡ibunal es su intérprcte supremo, pe¡o no su refb¡mado¡, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

riililtililItilrLtrflilr
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14. Cu¿rndo sc aplica a un proceso constitucional de la libe ad la denominada
"sentcncia iÍterlocutoria", el recu.so de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera escncia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tienc compelencia
para "revisar" ni mucho menos "¡ecaliñca¡" cl ¡ecurso de agaavio constitucional.

15. De conformidad con ios artículos 18 y 20 del Código procesal Conslitucional, el
liibunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competercia de la
Sala Superior del Podet Judicial. AI T¡ibunal lo que le coresponde es conocer del
RAC y pronunciarsc sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recuNo, sino por el contrario de ,,conoce¡,, Io que la parte alega
ronro rut agrar io que le causa indelensión.

Po¡ ot¡o lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas inprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
¡eqL¡iere scr aclarado, jr¡stiiicado y co[cretado e¡ supuestos específicos, a saber,
identillca¡ cn qué casos se aplica¡ía. No haccrlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo de la prccitada sentencia en arbit¡ario, toda vez que se podría
afectar, ent¡e otros, el derecho fundamental de defensa, en sr¡ manifestación te scr
oido con las debidas gamntías, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carertes de predictibilidad, alectando notahlemente a los justicjablcs. quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de prescntar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, matatis muÍdndis, el ptecedente vinculá¡te conteDido en la Sentelcia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en orros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02g77-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reañrDación de la naturaleza
procesal de los procesos constituciotales de la libeftad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
ciefo, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libeÍad sean de
una natualeza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvi¡tuar la esencia pri[cipal del recu¡so de agravio
constitl¡cional.

Nl
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia e¡1 sede constitucional representa la
última posibilidad para protcger y reparar los derechos l'rurdamentalcs de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garartiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas eIr sus
de¡echos esenciales cuando no encuettra¡ justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción inte¡nacional de protccción de derechos
humanos,

20- Como alirmó Raúl Fenero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es. al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pucs si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prcstación jurisdiccional, cada cual al delénder su derecho
está deléndiendo el de los demás y el de la comunidad clue resulta oprimida o
envilecida sin la proteccióü judicial auléntica".
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